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por medio de la cual se modifica la Ley 1998 de 2019 y se rinden honores a los estudiantes fallecidos en 
los hechos ocurridos el día 17 de enero de 2019, en la Escuela de Cadetes de Policía General Francisco 

de Paula Santander, autorizando al Gobierno nacional para su ascenso póstumo, con reconocimiento 
prestacional y pensional a los beneficiarios, y se dictan otras disposiciones.

Bogotá D.C., 3 de octubre de 2024

Señor 
Diego Alejandro González González 
Secretario
Comisión Segunda Constitucional Permanente 
Senado de la República 
E-Mail: comisión.segunda@senado.gov.co

Referencia: Informe de ponencia para primer debate del Proyecto de Ley 113 de 2024 
Senado, “Por medio de la cual se modifica la Ley 1998 de 2019 y se rinden 
honores a los estudiantes fallecidos en los hechos ocurridos el día 17 de enero de 
2019, en la Escuela de Cadetes de Policía General Francisco de Paula Santander, 
autorizando al Gobierno Nacional para su ascenso póstumo, con reconocimiento 
prestacional y pensional a los beneficiarios, y se dictan otras disposiciones”.

Cordial saludo. En cumplimiento de la designación hecha por la Comisión Segunda Constitucional 
Permanente del Senado de la República y de acuerdo con las disposiciones contenidas en la ley 5 de 
1992 -Reglamento Interno del Congreso, nos permitimos rendir informe de ponencia para primer 
debate del Proyecto de Ley N.º 113 de 2024 Senado, “Por medio de la cual se modifica la Ley 1998 
de 2019 y se rinden honores a los estudiantes fallecidos en los hechos ocurridos el día 17 de enero 
de 2019, en la Escuela de Cadetes de Policía General Francisco de Paula Santander, autorizando al 
Gobierno Nacional para su ascenso póstumo, con reconocimiento prestacional y pensional a los 
beneficiarios, y se dictan otras disposiciones”. 

Atentamente, 

Iván Cepeda Castro                                                  
Senador de la República                                  

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 

Proyecto de Ley 113 de 2024 Senado, “Por medio de la cual se modifica la Ley 1998 
de 2019 y se rinden honores a los estudiantes fallecidos en los hechos ocurridos el 
día 17 de enero de 2019, en la Escuela de Cadetes de Policía General Francisco de 
Paula Santander, autorizando al Gobierno Nacional para su ascenso póstumo, con 

reconocimiento prestacional y pensional a los beneficiarios, y se dictan otras 
disposiciones”

I. TRÁMITE DEL PROYECTO DE LEY

El Proyecto de Ley 113 de 2024 es de autoría de los senadores Iván Cepeda Castro y Germán Blanco 
Álvarez. Esta iniciativa legislativa fue radicada en la Secretaría General del Senado de la República,
el 13 de agosto de 2024, y publicada en la Gaceta del Congreso No. 1332 de 2024. 

El 16 de septiembre de 2024, la Mesa Directiva de la Comisión Segunda Constitucional Permanente 
del Senado de la República nos designó como ponentes para el primer debate de esta iniciativa 
legislativa. 

II. OBJETO DEL PROYECTO

Esta iniciativa legislativa modifica la ley 1998 de 2019 con el objeto de facultar al Gobierno nacional 
para que otorgue el ascenso póstumo al grado de Teniente a los cadetes fallecidos en el atentado del 
17 de enero de 2019 en la Escuela de Cadetes de la Policía Nacional “General Francisco de Paula 
Santander”. Asimismo, busca garantizar a sus beneficiarios el pleno reconocimiento de los derechos 
prestacionales y pensionales que les corresponden por ley.

II. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO

El ascenso póstumo y el reconocimiento de los derechos prestacionales no solo dignifican la memoria 
de las víctimas, sino que también protegen los derechos fundamentales de sus familias, especialmente
el derecho a la seguridad social consagrado en el artículo 48 de la Constitución Política de Colombia. 
La Corte Constitucional ha reiterado en varias sentencias, como la C-258 de 2013 y la T-892 de 
2007, que las prestaciones sociales son esenciales para salvaguardar los derechos de las familias de 
servidores públicos fallecidos en actos de servicio. Este proyecto de ley se fundamenta en dichos 
preceptos constitucionales, buscando tanto la protección económica de los familiares como la 
reparación simbólica que estos actos representan.

a) Homenaje póstumo y reconocimiento prestacional

El proyecto busca rendir homenaje a los 22 cadetes víctimas, no solo de forma simbólica, sino 
también mediante el reconocimiento de sus derechos prestacionales y pensionales a favor de sus 
familiares o quienes acrediten mejor derecho. Este reconocimiento garantiza que las familias no 
queden en situación de vulnerabilidad económica, preservando su calidad de vida en consonancia 
con el artículo 48 de la Constitución y diversos fallos de la Corte Constitucional y del Consejo de 
Estado. La pensión de sobrevivientes es una garantía vital para los beneficiarios del fallecido, 
asegurando su estabilidad económica y protegiendo su dignidad, como se ha reiterado en sentencias 
clave como la SU-149 de 2021 y la C-630 de 2017.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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b) Homenaje simbólico y medida de satisfacción

El homenaje póstumo, además de ser un acto de reconocimiento público de los hechos trágicos, es 
un componente fundamental de reparación simbólica. Este reconocimiento resalta la labor de los 
cadetes víctimas, al tiempo que busca evitar la repetición de hechos similares. Este tipo de acciones 
están alineadas con los principios de justicia y reparación que forman parte del derecho internacional 
humanitario y el marco constitucional colombiano, como lo establece la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y la propia Corte Constitucional. El proyecto busca contribuir a la memoria 
histórica, resaltando la importancia del servicio y sacrificio de los cadetes en beneficio de la sociedad.

c) Importancia de los grados e insignias en la Policía Nacional

Los 22 cadetes Luis Alfonso Mosquera Murillo, Oscar Javier Saavedra Camacho, Jonathan Efraín 
Suescún García, Juan Felipe Majarré Contreras, Juan Diego Ayala Ansola, Juan David Rodas 
Agudelo, Diego Alejandro Pérez Alarcón, Jonatan Ainer León Torres, Allan Paul Bayona Barreto, 
Diego Alejandro Molina Peláez, Carlos Daniel Campaña Huertas, Diego Fernando Martínez 
Gálvez, Juan Esteban Marulanda Orozco, César Alberto Ojeda Gómez, Cristian Fabián González 
Portillo, Fernando Alonso Iriarte Agresor, Érika Sofía Chico Vallejo, Cristian Camilo Maquillón 
Martínez, Steven Ronaldo Prada Reaño, Iván René Muñoz Parra, Andrés Felipe Carvajal Moreno 
y Andrés David Fuentes Yepes víctimas mortales del atentado, no tuvieron la oportunidad de 
continuar su carrera ni de ascender junto con sus compañeros, truncando así sus aspiraciones y 
legado en la Policía Nacional. Otorgarles el ascenso póstumo al grado de Teniente es un acto de 
justicia que busca reivindicar su memoria y asegurar que su contribución al servicio de la comunidad 
sea reconocida al mismo nivel que la de sus compañeros. Este ascenso también garantiza un 
tratamiento justo y equitativo, elevando su legado y dignificando su sacrificio.

Este proyecto de ley no solo cumple con los principios constitucionales de protección de la vida y 
dignidad humana, sino que también responde a los mandatos de justicia y equidad al reconocer a los 
cadetes víctimas y proteger a sus familias.

Los grados e insignias de los oficiales de la Policía Nacional de Colombia están asignados de la 
siguiente manera:

Por tanto, se busca que estos 22 cadetes reciban, de manera póstuma, el grado de Teniente como un 
acto de reconocimiento, permitiendo reivindicar su memoria y servicio al país.

d) Ascenso al grado de teniente

Han pasado más de cinco años desde los hechos del atentado, y en aras de reconocer y exaltar la 
memoria de los jóvenes víctimas, fallecidos en servicio, el proyecto propone otorgar el ascenso 
póstumo al grado de Teniente. Este reconocimiento contribuye tanto a la dignificación de su 
memoria como a la superación del conflicto y la construcción de la paz, al honrar a quienes 
sacrificaron su vida en servicio del país.

El artículo 2 de la Constitución establece que las autoridades están al servicio de la comunidad para 
garantizar la protección de los derechos fundamentales, entre ellos la vida, honra y bienes de los 
ciudadanos. En este sentido, el ascenso póstumo es un reconocimiento simbólico a quienes 
sacrificaron su vida en cumplimiento del deber, dignificando su memoria como parte de la 
responsabilidad del Estado de proteger y honrar a quienes sirven al país.

Además, el artículo 93 consagra la protección de los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario, en cuya aplicación se sustenta el reconocimiento a las víctimas de la violencia y los 
conflictos, en este caso, al otorgar un homenaje póstumo mediante el ascenso.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO 

El Proyecto de Ley consta de cuatro artículos relacionados con el ascenso póstumo al grado de 
Teniente y las normas prestacionales y pensionales para los beneficiarios de los cadetes víctimas, 
distribuidos de la siguiente manera:

- El artículo 1 establece el objeto de esta iniciativa legislativa, al que nos referimos antes. 

- El artículo 2 modifica y adiciona el artículo 2 de la ley 1988 de 2019, en el sentido de: i. 
Autorizar al Gobierno nacional para que ascienda de manera póstuma a los estudiantes 
fallecidos al grado de Teniente, reconociendo de manera excepcional su servicio; ii. 
Garantizar a los beneficiarios de los cadetes fallecidos el reconocimiento íntegro de los 
derechos prestacionales y pensionales, sin que sea necesario demostrar dependencia 
económica respecto del causante.

- El artículo 3 modifica y adiciona el artículo 3 de la ley 1988 de 2019 y establece que: i. El 
personal uniformado que se encontraba en comisión de estudios o licencia remunerada se 
regirá por las normas prestacionales y pensionales correspondientes a la categoría que 
ostentaban al momento del fallecimiento; ii. Los beneficiarios podrán optar por el régimen 
más favorable; iii. Los estudiantes fallecidos recibirán el ascenso póstumo al grado de 
Teniente; iv. Los honores y beneficios prestacionales y pensionales se aplicarán a los 
beneficiarios de acuerdo con la legislación colombiana; y, v. Las partidas para la asignación 
prestacional de los sobrevivientes se reconocerán hasta en un 50% de las partidas 
computables para cada beneficiario en el grado conferido póstumamente.

- El artículo 4 establece la vigencia y derogatorias de la ley. 

A continuación, se identifican las modificaciones propuestas en contraste con las disposiciones 
normativas vigentes: 

Ley 1998 de 2019 Proyecto de Ley 113 de 2024 

ARTÍCULO 2 º. Autorícese al Gobierno 
nacional ascender de manera póstuma al grado 
Subteniente, al personal de estudiantes de la 
Escuela de Formación de oficiales de la Policía 
Nacional, fallecidos en actos meritorios, con 
motivo del atentado ocurrido el día 17 de enero 
de 2019, con sus respectivos derechos 
prestacionales y pensionales a los beneficiarios 
o quien acredite mejor derecho contenidos en la 
ley, de conformidad con las disposiciones 
vigentes de la fuerza pública, sin que sea
exigible para este acto, demostrar la 
dependencia económica respecto del causante.

ARTÍCULO 2 º. Autorícese al Gobierno 
nacional ascender de manera póstuma al grado 
de Teniente al personal de estudiantes de la 
Escuela de Formación de oficiales de la Policía 
Nacional, fallecidos en actos meritorios, con 
motivo del atentado ocurrido el día 17 de enero 
de 2019, con sus respectivos derechos 
prestacionales y pensionales a los beneficiarios 
o quien acredite mejor derecho contenidos en la 
Ley, de conformidad con las disposiciones 
vigentes de la fuerza pública, sin que sea 
exigible para este acto, demostrar la 
dependencia económica respecto del causante.

ARTÍCULO 3 º. El personal uniformado de la 
Policía Nacional de Colombia que se encontraba 
en comisión de estudios o licencia remunerada 
en la Escuela de Formación de Oficiales, se 
regirá por las normas prestacionales y 
pensionales de la categoría que ostentaban al 
momento del fallecimiento, sin perjuicio de que 
sus beneficiarios puedan optar por el régimen 
que contenga los derechos prestacionales y 
pensionales más favorables.

PARÁGRAFO 1o. Al personal relacionado en 
el presente artículo, se le otorgará el ascenso 
póstumo al grado de Subteniente en forma 
excepcional.
PARÁGRAFO 2o. Autorícese al Gobierno 
nacional para adelantar los trámites de 
reconocimiento de la nacionalidad colombiana 
por adopción de manera póstuma a la cadete 
ecuatoriana Erika Sofía Chico Vallejo.

La solicitud de reconocimiento se iniciará por 
parte del Ministerio de Relaciones Exteriores 
cuando se sancione y se publique la presente ley.

PARÁGRAFO 3o. La Carta de Naturaleza o 
Resolución de inscripción que otorga la 
Nacionalidad Colombiana por Adopción de 
manera póstuma a la cadete Erika Sofía Chico 
Vallejo, se notificará a la Policía Nacional, a los 
familiares de la cadete, y se enviará copia a la 

ARTÍCULO 3 º. El personal uniformado de la 
Policía Nacional de Colombia que se encontraba 
en comisión de estudios o licencia remunerada 
en la Escuela de Formación de Oficiales, se 
regirá por las normas prestacionales y 
pensionales de la categoría que ostentaban al 
momento del fallecimiento, sin perjuicio que sus 
beneficiarios puedan optar por el régimen que 
contenga los derechos prestacionales y 
pensionales más favorables. 

PARÁGRAFO 1o. Al personal relacionado en 
el presente artículo, se le otorgará el ascenso 
póstumo de Teniente en forma excepcional.

PARÁGRAFO 2o. Autorícese al Gobierno 
nacional para adelantar los trámites de 
reconocimiento de la nacionalidad colombiana 
por adopción de manera póstuma a la cadete 
ecuatoriana Erika Sofía Chico Vallejo.

La solicitud de reconocimiento se iniciará por 
parte del Ministerio de Relaciones Exteriores 
cuando se sancione y se publique la presente ley.

PARÁGRAFO 3o. La Carta de Naturaleza o 
Resolución de inscripción que otorga la 
Nacionalidad Colombiana por Adopción de 
manera póstuma a la cadete Erika Sofía Chico 
Vallejo, se notificará a la Policía Nacional, a los 
familiares de la cadete, y se enviará copia a la 

Embajada de la República del Ecuador en 
Bogotá.

PARÁGRAFO 4o. Los honores y beneficios 
pensionales y prestacionales establecidos en la 
presente ley, se aplicarán a la cadete Erika Sofía 
Chico Vallejo y a los beneficiarios que tengan 
mejor derecho de acuerdo con la legislación 
colombiana, y lo establecido en el anterior 
parágrafo.

Embajada de la República del Ecuador en 
Bogotá.

PARÁGRAFO 4o. Los honores y beneficios 
pensionales y prestacionales establecidos en la 
presente ley, se aplicarán a la cadete Erika Sofía 
Chico Vallejo y a los beneficiarios que tengan 
mejor derecho de acuerdo con la legislación 
colombiana, y lo establecido en el anterior 
parágrafo.

PARÁGRAFO 5. Las partidas computables 
para la asignación prestacional de los 
sobrevivientes  establecidos en la presente 
ley, se reconocerán hasta en un 50% de las 
partidas computables por cada beneficiario 
en el grado conferido póstumamente.

IV. IMPACTO FISCAL 

De conformidad con lo dispuesto en la ley 819 de 2003, la iniciativa deberá estar acompañada por 
un estudio del impacto fiscal. Tal como lo indicó la Corte Constitucional en la sentencia C-075 de 
2022, los proyectos que implican gastos deben ser evaluados conforme al Marco Fiscal de Mediano 
Plazo. En este caso, la propuesta de aumentar el porcentaje de la asignación prestacional a un 50% 
implica un aumento del gasto actual, el cual será financiado con recursos ya asignados en el 
presupuesto de la Policía Nacional.

Actualmente, la Coordinación de Pensionados de la Dirección Administrativa y Financiera de la 
Policía Nacional reconoce a cada familia de los cadetes que son objeto de la Ley 1998 de 2019 un 
valor de $1,033,836.03 pesos colombianos mensuales, lo que equivale al 25% del valor de la 
asignación para cada beneficiario, tal como lo establece el artículo 27.1 del Decreto 4433 de 2004, 
que regula las partidas computables para la asignación de retiro en el grado conferido 
póstumamente, en los casos en que el causante haya servido 15 años o menos.

La presente iniciativa busca, en primer lugar, el reconocimiento pleno del valor de la asignación, es 
decir, el 50% para cada beneficiario, en lugar del 25% actual, y en segundo lugar, el ascenso 
excepcional a un grado superior, lo que genera un incremento en los beneficios prestacionales y 
pensionales. Este ajuste no solo es necesario para garantizar una reparación adecuada a las familias 
de los cadetes víctimas del atentado, sino que está respaldado por las normas vigentes. El decreto 
4433 de 2004, en su artículo 11, establece claramente el orden de los beneficiarios de las pensiones 
por muerte en servicio activo, priorizando al cónyuge o compañero(a) permanente y a los hijos, o en 
su defecto, a los padres que dependían económicamente del causante. Esto asegura que las familias 
de los cadetes reciban el reconocimiento económico adecuado, conforme a la ley.

A continuación, se presenta una proyección aproximada de los costos de la iniciativa:
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Concepto Neto Pagado (25%) Asignación (50%) Reajuste por Ascenso

Valor mensual $1,033,836.03 $2,067,672.06 $2,791,357.28
Teniendo en cuenta la mesada 14 para los beneficiarios, el valor anual estimado del costo de la 
iniciativa asciende a $541,316,545.31 pesos colombianos, desglosado de la siguiente manera:
Concepto Aumento Mensual 22 Familias Costo Anual

Valor total $1,757,521.25 $38,665,467.52 $541,316,545.31

La entidad responsable de cubrir este gasto será la Policía Nacional1, en virtud de los recursos ya 
asignados en su presupuesto anual. De acuerdo con el artículo 7 de la ley 819 de 2003, que regula 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo, los gastos derivados de una ley que implique aumentos en 
asignaciones prestacionales o pensionales deben estar alineados con las proyecciones fiscales de la 
entidad. Según el análisis presupuestal de la Policía Nacional, a corte del 7 de agosto de 2024, no se 
han ejecutado recursos asignados a otros gastos de personal, lo cual permite destinar dichos fondos 
a cubrir el impacto de la presente ley.

En consecuencia, se propone que la financiación de esta iniciativa provenga de los recursos ya 
asignados a la Policía Nacional y que no han sido ejecutados. Este gasto no debe suponer un 
incremento en el presupuesto de la Policía Nacional, sino una redistribución de recursos previamente 
asignados para cumplir con los compromisos prestacionales y pensionales derivados del ascenso 
póstumo.

No obstante, la ley 819 de 2003 también exige un concepto fiscal por parte del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, que deberá ser presentado durante la discusión del proyecto para que 
los congresistas tengan información completa sobre el impacto fiscal y las fuentes de financiación.

Finalmente, se recalca que este gasto debe ser coherente con las proyecciones del Marco Fiscal de 
Mediano Plazo y debe ser manejado dentro del presupuesto existente de la Policía Nacional, sin 
generar cargas adicionales al presupuesto nacional o requerir recursos adicionales.

V. POTENCIALES CONFLICTOS DE INTERÉS

El artículo 291 de la ley 5 de 1992 -Reglamento Interno del Congreso, modificado por el artículo 3 
de la Ley 2003 de 2019, establece que: “el autor del proyecto y el ponente presentarán en el cuerpo de la 
exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de 
interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo con el artículo 286. Estos serán criterios guías 
para que los otros congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de impedimento, 
no obstante, otras causales que el Congresista pueda encontrar”. A su turno, el artículo 286 de la norma en 
comento, modificado por el artículo 1 de la ley 2003 de 2019, define el conflicto de interés como la
“situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en 
un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista”. 

En ese orden de ideas, el presente proyecto de ley, por ser de carácter general, no configura un 
beneficio particular, actual y directo para ningún congresista, teniendo en cuenta que, busca 

1Departamento Nacional de Planeación. (2024). Ejecución del presupuesto por sector y entidad: Policía Nacional – Gestión 
General. Recuperado de: 
https://www.pte.gov.co/EjecucionPresupuestoSectorEntidadRubro?CodigoSector=14&NombreSector=DEFENSA+Y+POLICIA&Co
digoEntidad=16-01-01&NombreEntidad=POLIC%25u00cdA+NACIONAL+-+GESTI%25u00d3N+GENERAL&Anio=2024. 

introducir disposiciones normativas relacionadas exclusivamente con otorgar grado póstumo de 
forma excepcional de los estudiantes de Policía “General Francisco de Paula Santander” víctimas 
mortales del atentado del 17 de enero de 2019. Así las cosas, no se evidencia que los congresistas 
puedan incurrir en posibles conflictos de interés, tampoco, puede predicarse un beneficio particular, 
actual y directo que les impida participar de la discusión y votación de este proyecto.

Lo anterior, sin perjuicio del deber de los congresistas de examinar, en cada caso en concreto, la 
existencia de posibles hechos generadores de conflictos de interés, en cuyo evento deberán 
declararlos de conformidad con lo dispuesto en el inciso 1 del artículo 286 ibidem: “Todos los 
congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus funciones”.

VI. PLIEGO DE MODIFICACIONES 

Presentamos las siguientes modificaciones al articulado del proyecto de ley: 

PROYECTO DE LEY 
ORIGINAL 

PROPUESTA PLIEGO 
MODIFICATORIO

JUSTIFICACIÓN 
DE LAS 

MODIFICACIONES 
PROPUESTAS 

Proyecto de Ley No. 113 de 2024 
“Por medio de la cual se modifica la 
Ley 1998 de 2019 y se rinden 
honores a los estudiantes fallecidos 
en los hechos ocurridos el día 17 de 
enero de 2019, en la Escuela de 
Cadetes de Policía General 
Francisco de Paula Santander, 
autorizando al Gobierno Nacional 
para su ascenso póstumo, con 
reconocimiento prestacional y 
pensional a los beneficiarios, y se 
dictan otras disposiciones”.  

Proyecto de Ley No. 113 de 2024 
“Por medio de la cual se modifica la 
Ley 1998 de 2019 y se rinden 
honores a los estudiantes fallecidos 
en los hechos ocurridos el día 17 de 
enero de 2019, en la Escuela de 
Cadetes de Policía General 
Francisco de Paula Santander, 
autorizando al Gobierno Nacional 
para su ascenso póstumo, con 
reconocimiento prestacional y 
pensional a los beneficiarios, y se 
dictan otras disposiciones”.  

Se corrige la redacción 
del título del proyecto.   

ARTÍCULO 1 º. Objeto. Esta Ley 
tiene por objeto modificar la Ley 
1998 de 2019 por medio de la cual, se 
hace un reconocimiento de ascenso 
póstumo a los estudiantes fallecidos 
y lesionados en los hechos ocurridos 
el día 17 de enero de 2019, en la 
Escuela de Cadetes de Policía 
“General Francisco de Paula 
Santander”. Para ello se autoriza al 
Gobierno nacional para que ascienda 
a los estudiantes fallecidos de forma 
excepcional al grado de Teniente  y 
a su vez, conceda reconocimiento 
prestacional y pensional de manera 

ARTÍCULO 1º. Objeto. Esta Ley 
tiene por objeto modificar la Ley 
1998 de 2019, por medio de la cual,
se hace un reconocimiento de 
ascenso póstumo a los estudiantes 
fallecidos y lesionados en los hechos 
ocurridos el día 17 de enero de 2019,
en la Escuela de Cadetes de Policía 
“General Francisco de Paula 
Santander”. Para ello, se autoriza al 
Gobierno nacional para que ascienda 
a los estudiantes fallecidos de forma 
excepcional al grado de Teniente y,
a su vez, conceda reconocimiento 
prestacional y pensional de manera 

Se corrige la redacción 
del artículo.  

íntegra  a los beneficiarios o quien 
acredite mejor derecho.

íntegra a los beneficiarios o quien 
acredite mejor derecho.

ARTÍCULO 2 º. Modifíquese y 
adiciónese el artículo 2 de la Ley 
1998 de 2019, el cuál quedará así:

ARTÍCULO 2 º. Autorícese al 
Gobierno nacional ascender de 
manera póstuma al grado de 
Teniente al personal de estudiantes 
de la Escuela de Formación de 
oficiales de la Policía Nacional, 
fallecidos en actos meritorios, con 
motivo del atentado ocurrido el día 
17 de enero de 2019, con sus 
respectivos derechos prestacionales 
y pensionales a los beneficiarios o 
quien acredite mejor derecho 
contenidos en la Ley, de conformidad 
con las disposiciones vigentes de la 
fuerza pública, sin que sea exigible 
para este acto, demostrar la 
dependencia económica respecto del 
causante. 

ARTÍCULO 2º. Modifíquese y 
adiciónese el artículo 2 de la Ley 
1998 de 2019, el cual quedará así:

ARTÍCULO 2º. Autorícese al 
Gobierno nacional ascender de 
manera póstuma al grado de 
Teniente al personal de estudiantes 
de la Escuela de Formación de 
Oficiales de la Policía Nacional, 
fallecidos en actos meritorios con 
motivo del atentado ocurrido el día 
17 de enero de 2019, con sus 
respectivos derechos prestacionales 
y pensionales a los beneficiarios o a 
quien acredite mejor derecho,
contenidos en la Ley, de 
conformidad con las disposiciones 
vigentes de la fuerza pública, sin que 
sea exigible, para este acto, 
demostrar la dependencia económica 
respecto del causante.

Se corrige la redacción 
del artículo. 

ARTÍCULO  3º. Modifíquese y 
adiciónese el artículo 3 de la ley  
1998 de 2019, el cuál quedará así: 

ARTÍCULO 3º. El personal 
uniformado de la Policía Nacional de 
Colombia que se encontraba en 
comisión de estudios o licencia 
remunerada en la Escuela de 
Formación de Oficiales, se regirá por 
las normas prestacionales y 
pensionales de la categoría que 
ostentaban al momento del 
fallecimiento, sin perjuicio de que sus 
beneficiarios puedan optar por el 
régimen que contenga los derechos 
prestacionales y pensionales más 
favorables.

Parágrafo 1. Al personal 
relacionado en el presente artículo, 
se le otorgará el ascenso póstumo de 
Teniente en forma excepcional. 

ARTÍCULO 3º. Modifíquese y 
adiciónese el artículo 3 de la Ley
1998 de 2019, el cual quedará así:

ARTÍCULO 3º. El personal 
uniformado de la Policía Nacional de 
Colombia que se encontraba en 
comisión de estudios o licencia 
remunerada en la Escuela de 
Formación de Oficiales, se regirá 
por las normas prestacionales y 
pensionales de la categoría que 
ostentaban al momento del 
fallecimiento, sin perjuicio de que 
sus beneficiarios puedan optar por el 
régimen que contenga los derechos 
prestacionales y pensionales más 
favorables.

Parágrafo 1. Al personal 
relacionado en el presente artículo,
se le otorgará el ascenso póstumo al 
grado de Teniente en forma 
excepcional.

Se corrige y ajusta la 
redacción del artículo. 

Parágrafo 2. Autorícese al 
Gobierno nacional para adelantar los 
trámites de reconocimiento de la 
nacionalidad colombiana por 
adopción de manera póstuma a la 
cadete ecuatoriana Erika Sofía Chico 
Vallejo.

La solicitud de reconocimiento se 
iniciará por parte del Ministerio de 
Relaciones Exteriores cuando se 
sancione y se publique la presente 
ley.

Parágrafo 3. La Carta de 
Naturaleza o Resolución de 
inscripción que otorga la 
Nacionalidad Colombiana por 
Adopción de manera póstuma a la 
cadete Erika Sofía Chico Vallejo, se 
notificará a la Policía Nacional, a los 
familiares de la cadete, y se enviará 
copia a la Embajada de la República 
del Ecuador en Bogotá.

Parágrafo 4. Los honores y 
beneficios pensionales y 
prestacionales establecidos en la 
presente ley, se aplicarán a la cadete 
Erika Sofía Chico Vallejo y a los 
beneficiarios que tengan mejor 
derecho de acuerdo con la legislación 
colombiana, y lo establecido en el 
anterior parágrafo.

Parágrafo 5. Las partidas para la 
asignación prestacional de los 
sobrevivientes  establecidos en la 
presente ley, se reconocerán hasta en 
un 50% de las partidas computables 
por cada beneficiario en el grado 
conferido póstumamente.

Parágrafo 2. Autorícese al 
Gobierno nacional para adelantar 
los trámites de reconocimiento de la 
nacionalidad colombiana por 
adopción de manera póstuma a la 
cadete ecuatoriana Erika Sofía Chico 
Vallejo.

La solicitud de reconocimiento se 
iniciará por parte del Ministerio de 
Relaciones Exteriores cuando una 
vez se sancione y se publique la 
presente ley.

Parágrafo 3. La Carta de 
Naturaleza o Resolución de 
inscripción que otorga la 
Nacionalidad Colombiana por 
Adopción de manera póstuma a la 
cadete Erika Sofía Chico Vallejo, se 
notificará a la Policía Nacional, a los 
familiares de la cadete, y se enviará 
copia a la Embajada de la República 
del Ecuador en Bogotá.

Parágrafo 4. Los honores y 
beneficios pensionales y 
prestacionales establecidos en la 
presente ley, se aplicarán a la cadete 
Erika Sofía Chico Vallejo y a los 
beneficiarios que tengan mejor 
derecho, de acuerdo con la 
legislación colombiana, y lo 
establecido en el anterior 
parágrafo en el parágrafo 
anterior.

Parágrafo 5. Las partidas para la 
asignación prestacional de los 
sobrevivientes establecidos en la 
presente ley, se reconocerán hasta 
en un 50 % de las partidas 
computables por para cada 
beneficiario en el grado conferido 
póstumamente.

ARTÍCULO 4º. VIGENCIA Y 
DEROGATORIAS. La Presente 
Ley rige a partir de su promulgación 

ARTÍCULO 4º. VIGENCIA Y 
DEROGATORIAS. La presente 
Ley rige a partir de su promulgación

Se corrige y ajusta la 
redacción del artículo. 
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y se derogan las disposiciones que le 
sean contrarias. 

y se derogan las disposiciones que le 
sean contrarias.

VII. PROPOSICIÓN

De conformidad con las consideraciones expuestas y en cumplimiento de los requisitos establecidos 
en la ley 5 de 1992, presentamos ponencia favorable y, en consecuencia, solicitamos a los miembros 
de la Comisión Segunda Constitucional Permanente del Senado de la República dar primer debate 
al Proyecto de Ley No. 113 de 2024 Senado, "Por medio de la cual se modifica la Ley 1998 de 2019 y se 
rinden honores a los estudiantes fallecidos en los hechos ocurridos el 17 de enero de 2019, en la Escuela de 
Cadetes de Policía General Francisco de Paula Santander, autorizando al Gobierno Nacional para su ascenso 
póstumo, con reconocimiento prestacional y pensional a los beneficiarios, y se dictan otras disposiciones".

De los congresistas,

Iván Cepeda Castro                                                              
Senador de la República                                  

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE

PROYECTO DE LEY N°113 DE 2024

Proyecto de Ley 113 de 2024 Senado, “Por medio de la cual se modifica la Ley 1998 de 
2019 y se rinden honores a los estudiantes fallecidos en los hechos ocurridos el día 17 de 
enero de 2019 en la Escuela de Cadetes de Policía General Francisco de Paula Santander, 

autorizando al Gobierno Nacional para su ascenso póstumo, con reconocimiento 
prestacional y pensional a los beneficiarios, y se dictan otras disposiciones”

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

ARTÍCULO 1º. Objeto. Esta Ley tiene por objeto modificar la Ley 1998 de 2019, por medio de la cual 
se hace un reconocimiento de ascenso póstumo a los estudiantes fallecidos y lesionados en los hechos 
ocurridos el día 17 de enero de 2019 en la Escuela de Cadetes de Policía “General Francisco de Paula 
Santander”. Para ello, se autoriza al Gobierno nacional para que ascienda a los estudiantes fallecidos de 
forma excepcional al grado de Teniente y, a su vez, conceda reconocimiento prestacional y pensional de 
manera íntegra a los beneficiarios o quien acredite mejor derecho.

ARTÍCULO 2º. Modifíquese y adiciónese el artículo 2 de la Ley 1998 de 2019, el cual quedará así:

ARTÍCULO 2º. Autorícese al Gobierno nacional ascender de manera póstuma al grado de Teniente al 
personal de estudiantes de la Escuela de Formación de Oficiales de la Policía Nacional, fallecidos en actos 
meritorios con motivo del atentado ocurrido el día 17 de enero de 2019, con sus respectivos derechos 
prestacionales y pensionales a los beneficiarios o a quien acredite mejor derecho, contenidos en la Ley, 
de conformidad con las disposiciones vigentes de la fuerza pública, sin que sea exigible, para este acto, 
demostrar la dependencia económica respecto del causante.

ARTÍCULO 3º. Modifíquese y adiciónese el artículo 3 de la Ley 1998 de 2019, el cual quedará así:

ARTÍCULO 3º. El personal uniformado de la Policía Nacional de Colombia que se encontraba en 
comisión de estudios o licencia remunerada en la Escuela de Formación de Oficiales se regirá por las 
normas prestacionales y pensionales de la categoría que ostentaban al momento del fallecimiento, sin 
perjuicio de que sus beneficiarios puedan optar por el régimen que contenga los derechos prestacionales 
y pensionales más favorables.

Parágrafo 1. Al personal relacionado en el presente artículo se le otorgará el ascenso póstumo al grado 
de Teniente en forma excepcional.

Parágrafo 2. Autorícese al Gobierno nacional para adelantar los trámites de reconocimiento de la 
nacionalidad colombiana por adopción de manera póstuma a la cadete ecuatoriana Erika Sofía Chico 
Vallejo.

La solicitud de reconocimiento se iniciará por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores una vez se 
sancione y se publique la presente ley.

Parágrafo 3. La Carta de Naturaleza o Resolución de inscripción que otorga la Nacionalidad Colombiana 
por Adopción de manera póstuma a la cadete Erika Sofía Chico Vallejo se notificará a la Policía Nacional, 

a los familiares de la cadete y se enviará copia a la Embajada de la República del Ecuador en Bogotá.

Parágrafo 4. Los honores y beneficios pensionales y prestacionales establecidos en la presente ley se 
aplicarán a la cadete Erika Sofía Chico Vallejo y a los beneficiarios que tengan mejor derecho, de acuerdo 
con la legislación colombiana y lo establecido en el parágrafo anterior.

Parágrafo 5. Las partidas para la asignación prestacional de los sobrevivientes establecidos en la 
presente ley se reconocerán hasta en un 50 % de las partidas computables para cada beneficiario en el 
grado conferido póstumamente.

ARTÍCULO 4º. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Iván Cepeda Castro                                                              
Senador de la República                                  

y se derogan las disposiciones que le 
sean contrarias. 

y se derogan las disposiciones que le 
sean contrarias.

VII. PROPOSICIÓN

De conformidad con las consideraciones expuestas y en cumplimiento de los requisitos establecidos 
en la ley 5 de 1992, presentamos ponencia favorable y, en consecuencia, solicitamos a los miembros 
de la Comisión Segunda Constitucional Permanente del Senado de la República dar primer debate 
al Proyecto de Ley No. 113 de 2024 Senado, "Por medio de la cual se modifica la Ley 1998 de 2019 y se 
rinden honores a los estudiantes fallecidos en los hechos ocurridos el 17 de enero de 2019, en la Escuela de 
Cadetes de Policía General Francisco de Paula Santander, autorizando al Gobierno Nacional para su ascenso 
póstumo, con reconocimiento prestacional y pensional a los beneficiarios, y se dictan otras disposiciones".

De los congresistas,

Iván Cepeda Castro                                                              
Senador de la República                                  

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE

PROYECTO DE LEY N°113 DE 2024

Proyecto de Ley 113 de 2024 Senado, “Por medio de la cual se modifica la Ley 1998 de 
2019 y se rinden honores a los estudiantes fallecidos en los hechos ocurridos el día 17 de 
enero de 2019 en la Escuela de Cadetes de Policía General Francisco de Paula Santander, 

autorizando al Gobierno Nacional para su ascenso póstumo, con reconocimiento 
prestacional y pensional a los beneficiarios, y se dictan otras disposiciones”

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

ARTÍCULO 1º. Objeto. Esta Ley tiene por objeto modificar la Ley 1998 de 2019, por medio de la cual 
se hace un reconocimiento de ascenso póstumo a los estudiantes fallecidos y lesionados en los hechos 
ocurridos el día 17 de enero de 2019 en la Escuela de Cadetes de Policía “General Francisco de Paula 
Santander”. Para ello, se autoriza al Gobierno nacional para que ascienda a los estudiantes fallecidos de 
forma excepcional al grado de Teniente y, a su vez, conceda reconocimiento prestacional y pensional de 
manera íntegra a los beneficiarios o quien acredite mejor derecho.

ARTÍCULO 2º. Modifíquese y adiciónese el artículo 2 de la Ley 1998 de 2019, el cual quedará así:

ARTÍCULO 2º. Autorícese al Gobierno nacional ascender de manera póstuma al grado de Teniente al 
personal de estudiantes de la Escuela de Formación de Oficiales de la Policía Nacional, fallecidos en actos 
meritorios con motivo del atentado ocurrido el día 17 de enero de 2019, con sus respectivos derechos 
prestacionales y pensionales a los beneficiarios o a quien acredite mejor derecho, contenidos en la Ley, 
de conformidad con las disposiciones vigentes de la fuerza pública, sin que sea exigible, para este acto, 
demostrar la dependencia económica respecto del causante.

ARTÍCULO 3º. Modifíquese y adiciónese el artículo 3 de la Ley 1998 de 2019, el cual quedará así:

ARTÍCULO 3º. El personal uniformado de la Policía Nacional de Colombia que se encontraba en 
comisión de estudios o licencia remunerada en la Escuela de Formación de Oficiales se regirá por las 
normas prestacionales y pensionales de la categoría que ostentaban al momento del fallecimiento, sin 
perjuicio de que sus beneficiarios puedan optar por el régimen que contenga los derechos prestacionales 
y pensionales más favorables.

Parágrafo 1. Al personal relacionado en el presente artículo se le otorgará el ascenso póstumo al grado 
de Teniente en forma excepcional.

Parágrafo 2. Autorícese al Gobierno nacional para adelantar los trámites de reconocimiento de la 
nacionalidad colombiana por adopción de manera póstuma a la cadete ecuatoriana Erika Sofía Chico 
Vallejo.

La solicitud de reconocimiento se iniciará por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores una vez se 
sancione y se publique la presente ley.

Parágrafo 3. La Carta de Naturaleza o Resolución de inscripción que otorga la Nacionalidad Colombiana 
por Adopción de manera póstuma a la cadete Erika Sofía Chico Vallejo se notificará a la Policía Nacional, 

a los familiares de la cadete y se enviará copia a la Embajada de la República del Ecuador en Bogotá.

Parágrafo 4. Los honores y beneficios pensionales y prestacionales establecidos en la presente ley se 
aplicarán a la cadete Erika Sofía Chico Vallejo y a los beneficiarios que tengan mejor derecho, de acuerdo 
con la legislación colombiana y lo establecido en el parágrafo anterior.

Parágrafo 5. Las partidas para la asignación prestacional de los sobrevivientes establecidos en la 
presente ley se reconocerán hasta en un 50 % de las partidas computables para cada beneficiario en el 
grado conferido póstumamente.

ARTÍCULO 4º. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Iván Cepeda Castro                                                              
Senador de la República                                  
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
157 DE 2024 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Tratado sobre la prohibición de las armas nucleares”, adoptado en 
Nueva York, el 7 de julio de 2017.

 
Bogotá D.C., octubre 4 de 2024 
 
 
Senador 
IIVVÁÁNN  CCEEPPEEDDAA  CCAASSTTRROO  
Vicepresidente Mesa Direc va 
Comisión Segunda Cons tucional Permanente 
SSEENNAADDOO  DDEE  LLAA  RREEPPÚÚBBLLIICCAA  
Ciudad. 
 
 

AAssuunnttoo:: Informe de Ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 157 de 2024 
Senado “Por medio de la cual se aprueba el “tratado sobre la prohibición de las armas 
nucleares”, adoptado en nuevo york, el 7 de julio de 2017.” 

 
 
Respetado Vicepresidente: 
 
En cumplimiento de la designación realizada por la Mesa Direc va de la Comisión Segunda 
de Senado, me permito rendir informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 
157 de 2024 Senado “Por medio de la cual se aprueba el “tratado sobre la prohibición de las 
armas nucleares”, adoptado en nuevo york, el 7 de julio de 2017.” 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 

             
     Ponente             
 

 

IINNFFOORRMMEE  DDEE  PPOONNEENNCCIIAA  PPAARRAA  PPRRIIMMEERR  DDEEBBAATTEE  PPRROOYYEECCTTOO  DDEE  LLEEYY  115577  DDEE  22002244  SSEENNAADDOO    
““PPOORR  MMEEDDIIOO  DDEE  LLAA  CCUUAALL  SSEE  AAPPRRUUEEBBAA  EELL  ““TTRRAATTAADDOO  SSOOBBRREE  LLAA  PPRROOHHIIBBIICCIIÓÓNN  DDEE  LLAASS  AARRMMAASS  

NNUUCCLLEEAARREESS””,,  AADDOOPPTTAADDOO  EENN  NNUUEEVVOO  YYOORRKK,,  EELL  77  DDEE  JJUULLIIOO  DDEE  22001177””  
  
  

II.. CCOONNSSIIDDEERRAACCIIOONNEESS  PPRREELLIIMMIINNAARREESS  YY  AANNTTEECCEEDDEENNTTEESS  
 
La detonación de las bombas atómicas en Hiroshima y Nagasaki, llevada a cabo por el Ejército 
de los Estados Unidos el 6 y 9 de agosto de 1945, respec vamente, signicó un hito 
trascendental y dramá co en la historia de los conictos bélicos. Este hecho -evidenció la 
capacidad de destrucción masiva del armamento nuclear, superando ampliamente los 
alcances conocidos hasta ese momento. 
 
Ante la inminente amenaza derivada del desarrollo y uso de armas nucleares, se abrió un 
espacio crucial para el diálogo y las negociaciones, centrándose en la urgente necesidad de 
regular e incluso prohibir el desarrollo de armamentos de destrucción masiva. Este proceso 
de reexión global tuvo un punto de inexión notable en el discurso pronunciado por el 
entonces presidente de los Estados Unidos, Dwight D. Eisenhower, ante la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 8 de diciembre de 1953 sobre la guerra atómica. 
 
Este pronunciamiento marcó el preludio a la fundación del Organismo Internacional de 
Energía Atómica (OIEA) en 1957, una en dad clave en la ges ón y regulación del uso pacíco 
de la energía nuclear. Asimismo, en 1963 se rmó en Moscú el “Tratado sobre la Prohibición 
de los Ensayos Nucleares”, un acuerdo pionero que proscribió las pruebas de armas nucleares 
en la atmósfera, el espacio ultraterrestre y bajo el agua, alcanzando la adhesión de 104 
Estados. Este tratado impuso obligaciones internacionales estrictas para prohibir y prevenir 
cualquier ensayo nuclear en jurisdicciones nacionales. 
 
El avance más signica vo en el control de armas nucleares fue la promulgación del “Tratado 
sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares” (TNP), abierto a la rma en 1968 y que 
entró en vigor el 5 de marzo de 1970. El TNP, prorrogado indenidamente el 11 de mayo de 
1995, es el tratado con mayor número de adhesiones en el ámbito de desarme, no 
proliferación y usos pacícos de la energía nuclear, con 191 Estados Parte. 
 
Más adelante, en un esfuerzo por erradicar completamente los ensayos nucleares, se adoptó 
el “Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares” ante la Asamblea General de 
las Naciones Unidas, que ha sido suscrito por 187 Estados a la fecha.  
 
En este contexto, - la inicia va de buscar un instrumento jurídicamente vinculante para 
prohibir las armas nucleares es el resultado del discurso centrado en promover una mayor 

conciencia y comprensión de las consecuencias humanitarias que se derivarían de cualquier 
uso de armas nucleares. 
 
El renovado interés en las repercusiones humanitarias de las armas nucleares se manifestó 
por primera vez en el documento nal (NPT/CONF.2010/50 (Vol. I), cap. I)) de la Conferencia 
de las Partes del Tratado sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares del Año 2010. En 
sus conclusiones y recomendaciones para la adopción de medidas complementarias, la 
Conferencia expresó su profunda preocupación por las catastrócas consecuencias 
humanitarias de todo empleo de armas nucleares y rearmó la necesidad de que todos los 
Estados cumplieran en todo momento el derecho internacional aplicable, incluido el derecho 
internacional humanitario. 
 
En 2012, expresando preocupación por las catastrócas consecuencias humanitarias de 
cualquier uso de armas nucleares, la Asamblea General de la ONU aprobó la resolución 
67/56, tulada "Avance de las negociaciones mul laterales de desarme nuclear". En virtud 
de esa resolución, la Asamblea estableció en 2013 un grupo de trabajo de composición 
abierta encargado de elaborar propuestas para llevar adelante las negociaciones 
mul laterales de desarme nuclear con miras al logro y mantenimiento de un mundo sin 
armas nucleares, y el grupo de trabajo de composición abierta reejó su debate en su informe 
(A/68/514). 
 
Una serie de tres conferencias internacionales sobre el impacto humanitario de las armas 
nucleares, convocadas en 2013 y 2014 respec vamente en Noruega, México y Austria, 
trataron de presentar una comprensión basada en hechos de los efectos a corto y largo plazo 
de una detonación de armas nucleares. 
 
Contaron con la par cipación de una gran mayoría de Estados, el Comité Internacional de la 
Cruz Roja y cientos de representantes de organizaciones no gubernamentales, coordinadas 
principalmente por la Campaña Internacional para la Abolición de las Armas Nucleares. 
 
Su resultado fue la elaboración del documento Compromiso Humanitario que llamaba a 
cooperar para prohibir, es gma zar y eliminar las armas nucleares, el cual fue endosado por 
Colombia en 2015-2016 mediante una Declaración Especial de la Comunidad de Estados 
La noamericanos y caribeños (CELAC). Este documento fue base para la A/RES/71/47, y 
desempeñó un papel importante en el fomento de la demanda de medidas urgentes para 
promover las negociaciones sobre desarme nuclear. 
 
Derivado de las Resoluciones A/RES/67/56 (2012), A/RES/68/46 (2013), A/RES/69/41, (2014), 
A/RES/70/33 (2015) rela vas a los avances de las negociaciones mul laterales de desarme 
nuclear a n de establecer y mantener un mundo sin armas nucleares, y de  acuerdo con lo 
establecido en la Resolución A/RES/71/258 (2016) de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, entre el 27 y el 31 de marzo y del 15 de junio al 7 de julio de 2017 se realizaron las 
negociaciones para un nuevo instrumento jurídicamente vinculante con el n de prohibir las 
armas nucleares. 
 
Como resultado de la Conferencia, el 7 de julio de 2017 se adoptó el texto del Tratado sobre 
la Prohibición de las Armas Nucleares (TPAN), que contó con 122 votos a favor, 1 en contra 
(Países Bajos), 1 abstención (Singapur). 69 Estados no votaron, entre ellos todos los Estados 
Poseedores de Armas Nucleares, y todos los Estados Miembros de la OTAN (excepto Países 
Bajos). Colombia votó a favor. 
 
El instrumento fue abierto para la rma el 20 de sep embre de 2017, siendo la Secretaría 
General de Naciones Unidas la depositaria de la ra cación por parte de los Estados. El TPAN 
entró en vigor el 22 de enero de 2021, tras la 50° ra cación, la cual fue formalizada por 
Honduras el 24 de octubre de 2020. Colombia rmó el precitado instrumento el 3 de agosto 
de 2018.  
 
La primera reunión de Estados Parte se celebró del 21 al 23 de junio de 2022 en Viena, 
Austria, y la segunda reunión se realizó en Nueva York, del 27 de noviembre al 1 de diciembre 
de 2023. A la fecha, cuenta con 70 Estados Parte y 93 signatarios1. 
 

IIII.. CCOONNTTEENNIIDDOO  DDEELL  IINNSSTTRRUUMMEENNTTOO  
 
El Tratado ene como obje vo fundamental establecer una regulación estricta en cuanto al 
desarrollo, ensayo, producción, fabricación, adquisición, posesión o almacenamiento de 
armas nucleares y cualquier disposi vo explosivo de naturaleza nuclear. 
 
El texto del Tratado se estructura en 20 ar culos, los cuales se desglosan de la siguiente 
manera: 
  
PPrroohhiibbiicciioonneess  eexxpprreessaass..  
 
El Ar culo 1 del Tratado establece claramente las prohibiciones que deben observar los 
Estados Parte, subrayando que estas restricciones son absolutas y aplicables en todas las 
circunstancias. En par cular, los Estados Parte se comprometen a abstenerse de: 
 

 Desarrollar, ensayar, producir, fabricar, adquirir, poseer o almacenar armas nucleares 
o disposi vos explosivos nucleares; 

 
1 Ver: https://disarmament.unoda.org/wmd/nuclear/tpnw/. 
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 Transferir o recibir armas nucleares o el control de estas, ya sea de manera directa o 
indirecta; 

 Usar o amenazar con usar armas nucleares o disposi vos explosivos nucleares; 
 Facilitar, alentar o inducir cualquier ac vidad relacionada con la creación o el 

despliegue de armas nucleares, y; 
 Permi r el emplazamiento, instalación o despliegue de armas nucleares en su 

territorio o bajo su control. 
 
Estas prohibiciones reejan el compromiso inequívoco de los Estados Parte de erradicar 
cualquier forma de par cipación en ac vidades relacionadas con armas nucleares, dejando 
claro que tales actos están prohibidos “nunca y bajo ninguna circunstancia”. 
 
A su vez, el Ar culo 2 del Tratado impone obligaciones en cuanto a la declaración de 
información crí ca relacionada con armas nucleares. Dentro de los 30 días posteriores a la 
entrada en vigor del Tratado, cada Estado Parte debe presentar a la Secretaría General de las 
Naciones Unidas un informe detallado que cubra los siguientes aspectos: 
 

 Si, antes de la entrada en vigor del Tratado, poseía o controlaba armas nucleares 
o disposi vos explosivos nucleares y si ha eliminado su programa de armas 
nucleares, incluyendo la eliminación o conversión irreversible de todas las 
instalaciones relacionadas; 

 Si actualmente posee o controla armas nucleares u otros disposi vos explosivos 
nucleares, y; 

 Si hay armas nucleares u otros disposi vos explosivos nucleares en su territorio 
o bajo su jurisdicción que sean propiedad, estén poseídos o controlados por otro 
Estado. 

 
El secretario general de las Naciones Unidas es responsable de transmi r las declaraciones 
de información recibidas a todos los Estados Parte, garan zando la transparencia y el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Tratado. 
 
También, el Ar culo 4 indica que los Estados Parte que no se rijan por las disposiciones del 
ar culo 4 (sobre eliminación total de las armas nucleares), están obligados a mantener al 
menos las salvaguardias vigentes acordadas con el Organismo Internacional de Energía 
Atómica (OIEA) en el momento de la entrada en vigor del Tratado. Lo anterior no excluye la 
adopción de instrumentos adicionales en el futuro.  
 
Además, cada Estado Parte debe celebrar un acuerdo de salvaguardias con el OIEA. Este 
acuerdo debe ofrecer garan as creíbles de que no habrá desviaciones de materiales 

nucleares de las ac vidades nucleares pacícas y que no exis rán materiales o ac vidades 
nucleares no declaradas en el territorio del Estado en cues ón. 
 
Asimismo, se menciona que, aquellos Estados Parte que no hayan implementado un Acuerdo 
de Salvaguardias Amplias con el OIEA, deben iniciar la negociación de dicho acuerdo dentro 
de los 180 días posteriores a la entrada en vigor del Tratado para ese Estado. Este acuerdo 
debe ser efec vo a más tardar 18 meses después de la entrada en vigor del Tratado. Los 
Estados Parte deberán mantener las obligaciones establecidas por estos acuerdos, sin 
perjuicio de la posible adopción de instrumentos adicionales en el futuro. Empero, el 
“Acuerdo entre la República de Colombia y el Organismo Internacional de Energía Atómica 
para la Aplicación de Salvaguardias en relación con el Tratado para la Proscripción de las 
Armas Nucleares en la América La na”, adoptado en Viena el 27 de julio 1979, se encuentra 
vigente. 
 
Igualmente, el Ar culo 4 indica la obligación de los Estados Parte, que hayan tenido en 
propiedad, poseído o controlado armas nucleares u otros disposi vos explosivos nucleares 
después del 7 de julio de 2017, de cooperar plenamente con la autoridad internacional 
per nente. Esta cooperación debe conrmar la eliminación o conversión irreversible de 
todas las instalaciones relacionadas con armas nucleares. 
 
Del mismo modo, los Estados Parte que actualmente posean o controlen armas nucleares o 
disposi vos explosivos nucleares, deben desac var y destruir dichas armas y disposi vos. 
Dicha destrucción debe realizarse de acuerdo con un plan jurídicamente vinculante, que 
incluya plazos concretos para la eliminación vericable e irreversible del programa de armas 
nucleares, incluidas todas las instalaciones relacionadas. Los plazos especícos para la 
destrucción serán determinados en la primera reunión de los Estados Parte. 
 
En caso de que existan armas nucleares u otros disposi vos explosivos nucleares en el 
territorio de un Estado Parte, pero que sean propiedad, estén poseídos o controlados por 
otro Estado, el Estado Parte deberá asegurar la pronta remoción de dichas armas. Esta 
remoción debe realizarse lo antes posible y, a más tardar, en un plazo determinado en la 
primera reunión de los Estados Parte. 
 
Finalmente, es necesario designar una autoridad o autoridades internacionales competentes 
para negociar y vericar la eliminación irreversible de los programas de armas nucleares. 
Esta autoridad debe supervisar la eliminación o conversión irreversible de todas las 
instalaciones relacionadas con armas nucleares, de acuerdo con los términos mencionados 
en los párrafos anteriores. 
 
Por otro lado, el Ar culo 6 del Tratado indica que los Estados Parte deben proporcionar 
asistencia integral a las víc mas que se encuentren bajo su jurisdicción y que hayan sido 

afectadas por el uso o el ensayo de armas nucleares. Esta asistencia debe alinearse con las 
normas del derecho internacional humanitario y de derechos humanos aplicables, 
asegurando que se considere la edad, el género y se aplique sin discriminación.  Los Estados 
Parte están también obligados a tomar todas las medidas necesarias y apropiadas para 
restaurar el medio ambiente en las áreas contaminadas bajo su jurisdicción o control. Esto 
se reere a las zonas afectadas por la contaminación resultante de ac vidades relacionadas 
con el ensayo o el uso de armas nucleares o disposi vos explosivos nucleares.  
 
A su vez, el Ar culo 7 insta a los Estados Parte a cooperar con los demás Estados Parte para 
facilitar la aplicación del Tratado de la siguiente manera: 
 

 Solicitar y recibir asistencia de otros Estados Parte, cuando sea viable, para el 
cumplimiento de sus obligaciones en virtud del Tratado; 

 Prestar asistencia técnica, material y nanciera a los Estados Parte afectados por el 
uso o el ensayo de armas nucleares; 

 Proporcionar asistencia a los Estados afectados por el uso o ensayo de armas 
nucleares u otros disposi vos explosivos nucleares.  

 
Ahora bien, el Ar culo 8 indica que los Estados Parte del Tratado se reunirán regularmente 
para evaluar y tomar decisiones sobre la implementación y aplicación de este, así como sobre 
medidas adicionales de desarme nuclear. Estas reuniones servirán para revisar el estado del 
Tratado y coordinar esfuerzos para la eliminación vericada e irreversible de programas de 
armas nucleares. La primera reunión será convocada por el Secretario General de las 
Naciones Unidas en el plazo de un año desde la entrada en vigor del Tratado, y las reuniones 
subsecuentes se realizarán cada dos años, salvo que los Estados Parte acuerden lo contrario. 
También se podrán convocar reuniones extraordinarias si se considera necesario. Cinco años 
después de la entrada en vigor del Tratado, se celebrará una conferencia para examinar su 
funcionamiento y los progresos hacia sus obje vos, con nuevas conferencias de revisión 
programadas cada seis años. 
 
Además, el Ar culo 9 señala que los costos asociados con la organización de las reuniones 
de los Estados Parte, las conferencias de revisión y las reuniones extraordinarias serán 
sufragados por los Estados Parte y aquellos Estados no Parte que par cipen como 
observadores, siguiendo una escala de cuotas ajustada de las Naciones Unidas. Los gastos 
incurridos por el Secretario General de las Naciones Unidas para la distribución de 
declaraciones, informes y propuestas de enmienda también serán cubiertos por los Estados 
Parte. Asimismo, los costos relacionados con la vericación de la eliminación de armas 
nucleares y la implementación de medidas de destrucción y conversión de instalaciones 
nucleares deberán ser asumidos por los Estados Parte responsables. 

Por otro lado, los ar culos 10 a 20 desarrollan las disposiciones nales del Tratado, indicando 
lo siguiente: 
 

1. Que cualquier Estado Parte puede proponer enmiendas al Tratado en cualquier 
momento tras su entrada en vigor (Ar culo 10);  

2. Que, en caso de una controversia entre Estados Parte sobre la interpretación o 
aplicación del Tratado, se consultarán entre sí para resolver la disputa mediante 
negociación u otros medios pacícos, conforme al Ar culo 33 de la Carta de las 
Naciones Unidas (Ar culo 11);  

3. Que cada Estado Parte del Tratado debe fomentar la adhesión de otros Estados al 
mismo (Ar culo 12);  

4. Que el Tratado estará disponible para la rma de todos los Estados en la sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York a par r del 20 de sep embre de 2017 (Ar culo 13);   

5. Que el Tratado estará sujeto a los procesos de ra cación, aceptación o aprobación 
por parte de los Estados signatarios y también estará abierto a la adhesión por parte 
de otros Estados (Ar culo 14);  

6. Que el Tratado entrará en vigor 90 días después de que se deposite el quincuagésimo 
instrumento de ra cación, aceptación, aprobación o adhesión (Ar culo 15);  

7. Que no se permi rán reservas a los ar culos del Tratado, asegurando así la 
coherencia y la universalidad en la aplicación de sus disposiciones (Ar culo 16);  

8. Que el Tratado ene una duración indenida (Ar culo 17); 
9. Que el Tratado se aplicará sin perjuicio de las obligaciones que los Estados Parte 

hayan asumido en otros acuerdos internacionales vigentes, siempre que estas 
obligaciones sean compa bles con el Tratado (Ar culo 18); 

10. Que el Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del Tratado 
(Ar culo 19), y; 

11. Que los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso del Tratado son 
igualmente autén cos (Ar culo 20) 

  
IIIIII.. CCOONNTTEEXXTTOO  LLEEGGAALL  YY  CCOONNSSTTIITTUUCCIIOONNAALL  DDEELL  IINNSSTTRRUUMMEENNTTOO  

 
De conformidad con la Cons tución Polí ca de Colombia, “Las relaciones exteriores del 
Estado se fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto a la autodeterminación de 
los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por 
Colombia” (Cons tución Polí ca, art. 9). Este principio refuerza la posición del Estado 
colombiano frente a asuntos de vital importancia, como el uso de armas nucleares, dada la 
amenaza letal y los devastadores efectos potenciales asociados a estas armas. La prohibición 
y el control de las armas nucleares son, por tanto, esenciales para la defensa de la soberanía 
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nacional y la de otros Estados, así como para el cumplimiento de los compromisos 
internacionales de Colombia en materia de desarme y seguridad global. 

 
En consonancia con lo anterior, el ar culo 93 de la Cons tución Polí ca establece el bloque 
de cons tucionalidad, señalando que “Los tratados y convenios internacionales ra cados 
por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los 
estados de excepción, prevalecen en el orden interno” (Cons tución Polí ca, art. 93). Este 
ar culo subraya la superioridad norma va de los tratados internacionales que Colombia ha 
suscrito en materia de derechos humanos, consolidando la prohibición del uso de armas 
nucleares y reforzando el compromiso del Estado con los principios de derecho internacional 
humanitario. 

 
Concretamente, el ar culo 81 de la Cons tución Polí ca prohíbe explícitamente el uso de 
armas nucleares al establecer que “Queda prohibida la fabricación, importación, posesión y 
uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional 
de residuos nucleares y desechos tóxicos” (Cons tución Polí ca, art. 81). Esta prohibición es 
reejo de la polí ca de Colombia de rechazo absoluto a las armas de destrucción masiva y 
sus residuos, en línea con sus compromisos internacionales y su postura a favor de la paz y 
la seguridad global. 

 
Colombia ha demostrado un rme compromiso con el Derecho Internacional Humanitario a 
través de la ra cación de diversos tratados, incluyendo los cuatro Convenios de Ginebra y 
sus Protocolos Adicionales. Desde su entrada en vigor en el ordenamiento jurídico 
colombiano, estos instrumentos han sido fundamentales en la protección de las víc mas de 
conictos armados y en la regulación de la conducta en empos de guerra. 

 
Asimismo, los Protocolos Adicionales I y II a los Convenios de Ginebra fueron aprobados por 
el Congreso mediante la Ley 171 de 1994. El Protocolo II, rela vo a la protección de las 
víc mas de conictos armados sin carácter internacional. Respecto de la ley aprobatoria, la 
Corte Cons tucional, mediante la sentencia C-225 de 1995, declaró la exequibilidad de esta 
ley, subrayando que su obje vo es la protección de la vida humana en conictos no 
internacionales y la mi gación de los efectos de la guerra. 
 
Por otro lado, Colombia es parte del Organismo Internacional de Energía Atómica (OIEA) 
desde 1960. Igualmente, nuestro país ra có en 1972 el Tratado para la Proscripción de las 
Armas Nucleares en América La na y el Caribe, más conocido como el Tratado de Tlatelolco, 
que estableció a la región como la primera Zona Libre de Armas Nucleares (ZLAN), en una 
región densamente poblada, comprome endo a los Estados Parte a u lizar el material 
nuclear exclusivamente con nes pacícos y a prohibir cualquier ac vidad relacionada con 
armas nucleares en sus territorios; en este escenario, también es parte del Organismo para 
la Proscripción de las Armas Nucleares en América La na (OPANAL).   

 
Más adelante, en 1986, nuestro país ra có el Tratado sobre la No Proliferación de las Armas 
Nucleares (TNP) que designó funciones y responsabilidades derivadas del Tratado al OIEA, 
que incluyen los tres principios del régimen nuclear del TNP, a saber: desarme, no 
proliferación y usos pacícos de la energía nuclear.  
 
Adicionalmente, Colombia sancionó en el año 2001 la Ley 728/2001 que aprueba la 
“Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares”, adoptada en Viena el 3 
de marzo 1980, y mediante la 1572 de 2012, aprobó la enmienda a esta Convención. En el 
2002, la Ley 766/2002 aprobó la “Convención sobre Asistencia en caso de Accidente Nuclear 
o Emergencia radiológica”, adoptada en Viena, 26 de sep embre de 1986. De igual forma, en 
el 2008 Colombia ra có el “Tratado de Prohibición Completa de Ensayos Nucleares” y, de 
forma más reciente, el 3 de agosto de 2018, rmó el “Tratado sobre la Prohibición de las 
Armas Nucleares”; razón de esta exposición de mo vos.  
 
Es así como Colombia es parte de los principales instrumentos internacionales encaminados 
hacia el desarme y la no proliferación de armas de destrucción masiva y propende hacia el 
uso pacíco de la ciencia y tecnología nuclear.   

 
La ra cación del “Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares (TPAN)” fortalecería 
la postura de Colombia frente a la prohibición integral de las armas nucleares, en 
consonancia con el derecho internacional humanitario y los principios cons tucionales del 
país. Además, ra car este tratado reforzaría el compromiso de Colombia con las norma vas 
internacionales de derechos humanos y derecho internacional humanitario, evitando 
retrocesos legales y doctrinales, y contribuyendo a la consolidación de su reputación en la 
comunidad internacional. Por lo tanto, es jurídicamente viable y benecioso para Colombia 
ra car el TPAN, rearmando su compromiso con la paz, la seguridad y el respeto a los 
principios del derecho internacional. 
 

IIVV.. CCOONNVVEENNIIEENNCCIIAA  DDEE  LLAA  AAPPRROOBBAACCIIÓÓNN  DDEELL  IINNSSTTRRUUMMEENNTTOO  
 
La ra cación del Tratado es estratégica y beneciosa para Colombia por varias razones. 
Primero, al adherirse al Tratado, Colombia consolidaría su compromiso con la paz y la 
seguridad internacional, alineándose con su polí ca histórica de rechazo a las armas de 
destrucción masiva. Segundo, la ra cación fortalecería la posición de Colombia en la 
comunidad internacional como un defensor de los derechos humanos y el desarme, 
mostrando su apego a las normas del Derecho Internacional Humanitario. 
 
Además, la adhesión al Tratado es congruente con la realidad interna de Colombia en la 
ges ón de desechos radiac vos y combus ble gastado, promoviendo estándares más altos 
de seguridad y protección ambiental. Esta ra cación también evitaría posibles retrocesos 

legales y doctrinales en la norma va internacional, consolidando la reputación de Colombia 
como un país comprome do con el desarme nuclear y la paz global.  
 

VV.. AANNÁÁLLIISSIISS  DDEE  IIMMPPAACCTTOO  FFIISSCCAALL    
  
El ar culo 7 de la Ley Orgánica 819 de 2003, indica la necesidad de que cualquier proyecto 
de ley que ordene algún gasto u otorgue benecios tributarios, sea compa ble con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo. Para lo anterior, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, deberá 
rendir su concepto favorable respecto de la compa bilidad del Proyecto de Ley con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo, en cualquier empo durante el respec vo trámite en el Congreso 
de la República.  
 
El análisis de impacto scal resulta imperioso a todos los proyectos de ley cuyo objeto sea 
aprobar tratados internacionales que prevean benecios tributarios u ordenen un pago.  
 
El Tratado no se encuentran dentro de ninguno de los preceptos descritos a lo largo del 
ar culo 7° de la ley 819 de 2003.  El instrumento en cues ón no genera ningún impacto 
scal, toda vez que, con la expedición de la ley correspondiente, no se ordena ningún gasto, 
ni se otorgan benecios tributarios, como tampoco habrá disminución de alguna erogación 
para la aplicación del instrumento. 
 
Sin embargo, y mediante Ocio 2-2024-002255 del 19 de enero de 2024, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público emi ó un análisis de impacto scal favorable indicando que La 
ley aprobatoria del Tratado no incluye disposiciones que impliquen gastos o exenciones 
scales que puedan generar costos para el Estado. Empero, indica que el Estado colombiano 
deberá cumplir con sus compromisos a través de sus ins tuciones y órganos de 
representación polí ca, dentro del marco de la legislación vigente y bajo los principios de 
sostenibilidad scal, tal como se establece en el Plan Nacional de Desarrollo. Los gastos 
asociados con la entrada en vigor del Tratado deben ser considerados dentro del Marco Fiscal 
de Mediano Plazo y deben ser incluidos en las proyecciones de gastos a mediano plazo del 
sector involucrado. 
 

VVII.. AANNÁÁLLIISSIISS  SSOOBBRREE  PPOOSSIIBBLLEESS  CCOONNFFLLIICCTTOOSS  DDEE  IINNTTEERRÉÉSS  
 
Por otra parte, y frente a posibles conictos de interés, cabe recordar que, se en ende como 
conicto de interés una situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto 
legisla vo o ar culo pueda resultar en un benecio par cular, actual y directo a favor del 
congresista. 
 

a) Benecio par cular: aquel que otorga un privilegio, genera ganancias, crea 
indemnizaciones económicas, o elimina obligaciones a favor del congresista, de las 

que no gozan el resto de los ciudadanos, o modica normas que afecten 
inves gaciones penales, disciplinarias, scales o administra vas a las que se 
encuentre formalmente vinculado. 

b) Benecio actual: aquel que efec vamente se congura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista par cipa de la decisión. 

c) Benecio directo: aquel que se produzca de forma especíca respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de anidad o primero civil. 

 
Lo anterior se soporta, además, en lo señalado por el Consejo de Estado, Sala Especial de 
Decisión 6, en sentencia del Magistrado Ponente Carlos Enrique Moreno Rubio, con radicado 
2019-02830-00: 
 

“No cualquier interés congura la causal de desinves dura en comento, pues se sabe 
que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que per se el 
alegado benecio, provecho o u lidad encuentre su fuente en el asunto que fue 
conocido por el legislador; par cular, que el mismo sea especíco o personal, bien 
para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y actual o inmediato, 
que concurra para el momento en que ocurrió la par cipación o votación del 
congresista, lo que excluye sucesos con ngentes, futuros o imprevisibles. También se 

ene no cia que el interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o 
moral, sin dis nción alguna.” 

 
Se señala que la descripción de los posibles conictos de interés que se puedan presentar 
frente al trámite del presente Proyecto de Ley, conforme a las normas citadas previamente, 
no exime a los y las congresistas de su deber de iden car causales adicionales. 
 
Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, a través del señor Ministro de 
Relaciones Exteriores y el señor Ministro de Defensa Nacional, solicitan al Honorable 
Congreso de la República aprobar el Proyecto de Ley “Por medio de la cual se aprueba el 
“Tratado sobre la Prohibición de Armas Nucleares” adoptado en Nueva York, el 7 de Julio de 
2017”. 
 

VVIIII.. AANNEEXXOO  
  

Se anexa copia fiel y completa de la copia certificada en español del texto del Tratado, 
certificado por el Coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección 
de Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, documento 
que corresponde a la versión, en idioma español, publicada en la página web oficial de la 
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Organización de Naciones Unidas (https://treaties.un.org/doc/Treaties/2017/07/20170707%2003-

42%20PM/Ch_XXVI_9.pdf) y que consta en siete (7) folios. 
 

VVIIIIII.. PPRROOPPOOSSIICCIIÓÓNN    
 

Con fundamento en las anteriores consideraciones, dentro del marco de la Cons tución 
Polí ca y el ar culo 153 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir ponencia posi va y solicitar 
a los honorables Senadores de la Comisión Segunda de Senado, dar primer debate al Proyecto 
de Ley 157 de 2024 “Por medio de la cual se aprueba el “tratado sobre la prohibición de las 
armas nucleares”, adoptado en nuevo york, el 7 de julio de 2017.” 
 
 
De los Honorables Congresistas, 
 
 
 

             
     Ponente             

IIXX.. TTEEXXTTOO  PPRROOPPUUEESSTTOO  PPAARRAA  PPRRIIMMEERR  DDEEBBAATTEE    
  
  

PPRROOYYEECCTTOO  DDEE  LLEEYY  115577  DDEE  22002244  SSEENNAADDOO    
  

““PPOORR  MMEEDDIIOO  DDEE  LLAA  CCUUAALL  SSEE  AAPPRRUUEEBBAA  EELL  ““TTRRAATTAADDOO  SSOOBBRREE  LLAA  PPRROOHHIIBBIICCIIÓÓNN  DDEE  LLAASS  AARRMMAASS  
NNUUCCLLEEAARREESS””,,  AADDOOPPTTAADDOO  EENN  NNUUEEVVOO  YYOORRKK,,  EELL  77  DDEE  JJUULLIIOO  DDEE  22001177””  

  
  

““EEll  CCoonnggrreessoo  ddee  CCoolloommbbiiaa  
  

DDEECCRREETTAA””  
 
 
AArrttííccuulloo  11°°::  Apruébese el “Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares”, adoptado 
en Nueva York, el 7 de Julio de 2017. 
 
AArrttííccuulloo  22°°:: De conformidad con lo dispuesto en el ar culo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Tratado 
sobre la Prohibición de las Armas Nucleares”, adoptado en Nueva York, el 7 de Julio de 2017, 
que por el ar culo primero de esta ley se aprueba, obligará a la República de Colombia a 
par r de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo. 
 
AArrttííccuulloo  33°°:: La presente Ley rige a par r de la fecha de su publicación. 
 
 
De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 

             
     Ponente             
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